
REPÚBLICA DE PANAMÁ

óRcANo JUDTcTAL

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

SALA TERCERA DE LO CONTENCIOSO ADMIMSTRATIVO Y LABORAL
Panamán diecinueve (r9) de febrero de dos m'quince (2015).

VISTOS:

El licenciado Guillenno GarcíaRivas, actuando en representación de
Roberto Roger Rodríguez Rubio, ha interpuesto formal demanda
contencioso administrativa de plena jurisdicción, para que se declare nulo,
por ilegal, el Decreto de Personal No. 692 de 9 de diciembre de 2009,
emitido por el Ministerio de Gobiemo y Justicia por conducto del presidente
de la República, el acto confirmatorio y para que se hagan otras
declaraciones.

I. EL ACTO ADMINISTRATTVO IMPUGNADO:
La pafte actora solicita mediante demanda visibre a foja 2 afi que se

declare nulo por ilegal el Decreto de Personal No. 6g2 deg de diciembre de
2009' mediante el cual el Ministerio de Gobierno y Justicia por conducto del
Presidente de la República, dispuso destituir a Roberto Rodríguez Rubio, del
cargo de Teniente en de la policía Nacional. Así también, pretende la
declaración de ilegalidad y consiguiente anulación del acto confirmatorio
contenido en el Resuelto No. 042-R-4r de5 de abrir de 2011.

El acto demandado, literalmente, dispone lo siguiente:
DECRETO DE PERSONAL No. 692

por er cuar se ,.¿i,J?"',í Í:':i'i:Tfi: $:i:,'"?acionar, Ministerio de
Gobiemo y Justicia
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EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA
en uso de sus facultades legales,

ARTÍ c uL o úrm c o : s. o. r,r,3r:.c"Tl*uui ente s func i onari o s as í :(.. .)
ROBERTO R. RODRÍGUEZ R. Cédula No. 04-705-471, Seguro Social

!o-. 0a-705-47t, TENIENÍE, código
8025060, Planilla No. l6g, posicián
No. 655i, Sueldo de P,1740.00. más
B/. i 16.00 de sobresueldo por
antigüedad, con cargo a las partidas
0.04.0.7 .00.0 1.0 1.001,0.04.02.óo t.o t.
011.

(.. .)
pRRÁCRAF,O: 

Este Decreto comenzará a regir a

La parte que se considere ur..,uffi;j'fi::lTr:";:Jti;ffi:l *reconsideración ante el ente que emitió et necretq dentro de ros cinco (5)días hábiles a partir de ra Noiificación p*;;;i;ie la fijación der edictocuando hubiere lugar a ello.

Dado en ra ciudad r.?:XHt:,::;?,1:y,T*ff8,. o" 2010
(fdo) RICARDO MARTINELLI B.

presidente de la República
(fcto) ALEJANDRO GARúZ R.

Ministro, Encargado

El proponente solicita, aconsecuencia de las declaraciones anteriores,
que se ordene el reintegro de su mandante al cargo que ocupaba en la policía
Nacional, así como el pago de los sararios caídos y demás prestaciones por
los ascensos que están previsto en el régimen de carrera de la policía
Nacional.

II. FUNDAMENTO DE LA DEMANDA:

El demandante exprica en los hechos y omisiones que fundamentan ra
demanda, que su representado ingresó a la Policía Nacional el día 11 de
marzo de 1997, es decir que, se incorporó a la institución antes de la entrada
en vigencia de la Ley 1g de 3 de junio de r997.por eso, sostiene que éste
era un oficial de carrera y gozaba de estabilidad en su puesto de trabajo de
conformidad con lo establecido en el artícuro r07 d.ela Ley r g de rgg1 .

Por otro lado, señala que mediante orden General der día de 17 de
noviembre de 2009 se le concedió a su representa*Jo, el derecho a disfrutar
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de ciento cinco días de vacaciones acumuladas, las que hizo efectivas a
partir del día l9 de noviembre de 2009.

Sin embargo, advierte que a través de la Orden General del día de 2l
de diciembre de 2009, se suspendieron las vacaciones del señor Roberto
Rodríguezy en el mismo acto se publicó su destitución; desconociendo así
lo dispuesto en el Decreto Ejecutiv o r72 de 29 de jurio de 1999.

Explica que su mandante se notificó personalmente del acto el día 4
de enero de 2010 y anunció el recurso de reconsideración, el cual sustento
oportunamente' No obstante, pone de manifiesto que mediante Resuelto No.
442-R-41 de 5 de abril de 20ll el Ministro de Seguridad pública, decidió
mantener en todas sus partes er acto que ordenó ra destitución.

Finalmente, señara que dentro del expediente del señor Roberto
Rodríguez Rubio, no existe señalamiento de la Junta Disciplinaria superior
que recomendará su destitución. De hecho, insiste, no existe expediente en
la Policía Nacionar que hubiera llamado a comparecer a su mand ante;ro que
en su opinión se traduce en una violación del debido proceso.

III. DISPOSICIONES QUE SE ESTIMAN VIOLADAS:

El apoderado regal de Roberto Rodrí guez, señala que er Decreto de
Personal No' 692 de 9 de diciembre de 2009 y el acto confirmatorio, viola
nofinas legales y reglamentarias de la Policía Nacional, las cuales repasamos
a continuación:

En primer término, el proponente aduce la violación directa por
omisión del arrícuro r02 der Decreto Ejecutivo r 72 d,e 29 dejurio de 1999.
En ese sentido, señala que dentro del proceso no se tomó en cuenta que su
mandante era parte del régimen de carrera de ra policía Nacional, ya que
ingresó a la institución antes de la entradaen vigencia del Decreto Ejecutivo
172 de 1999 y la Ley 1g de rgg7. sostiene, por tanto, QUe er señor Roberto
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Rodríguez estaba amparado por el principio de estabilidad laboral, lo cual
impedía que fuera despedido sin er cumprimiento del debido proceso.

sobre esto último, observa que el Decreto Ejecuti vo 204 de 3 de
septiembre de 1997, por medio der cual se estabrece er Regramento
Disciplinario dentro de la Policía Nacional, se determina el procedimiento a
seguir para la destitución de los miembros de la policía Nacional bajo el
amparo del debido proceso. sin embargo, dicha normativa no le fue aplicada
a su mandante, sino la potestad constitucional que le otorga al órgano
Ejecutivo poder discrecional; lo cual a su parecer no era viable dado el
estatus de oficial de carrera de su poderdante.

Por otro lado, aduce la violación del artículo 107 delaLey lg de 3 de
junio de rggT - El demandante señala que dentro der proceso se ha
desconocido la estabilidad de ra cuar gozanlos empleados que forman parte
de la carrera de la poricía Nacionar, toda vez que de acuerdo a ra norma
referida los funcionarios que gozan de estabilidad laboral no pueden ser
privados de la misma, sino en vinud de las causales establecidas en el
artículo 103 de la Ley 1g de lgg7.

Por consiguiente, er proponente advierte que si bien el acto
impugnado se fundarnenta en la facultad consagrada en el artículo 1g4.2 de
la constitución Política, que faculta al Presidente de la República con la
participación del Ministro respectivo, para nombrar y separar a los
directores y demás miembros de los servicios de la policía Nacional, no
menos cierto es que tal discrecionalidad es con respecto a los miembros de
los servicios de la policía que no forman parte der régimen de carrera
Policial, como por ejemplo, el Director de ra poricía y el personal no
juramentado.

En cambio, señala que er personar juramentado, dentro de ros cuares
se encontraba su representado, no puede ser destituido sino ,,prevío 

trámíte
dísciplínarío llevado dentro de la institución y el cual puede culminar con la
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destitución del agente u oficiar de poricía que forma parte de ra carrera d,e
policía, por parte det presídente de Ia Repúbríca, en caso de farta
gravísima, en este supuesto con previa recomendación de la Junta
Disciplinaria superior y siempre respetando er debido proceso de quien
forma parte de la carrero de policía,,(fi. 9).

Por último, alega la infracción directa por omisión del artículo 219 del
Decreto Ejecutivo No. 172 de 29 dejulio de 1999.Ar respecto, indica que la
autoridad demandada no sólo vulneró el derecho a estabilidad laboral de su
representado sino también infringió la prohibición de suspender las
vacaciones del servidor policial con propósito distinto al de prestar servicios
en caso de extrema necesidad de la institución. Esto. es, ya que mediante
orden General del día de 2r de diciembre de 2009, se suspendieron ras
vacaciones concedidas al teniente Roberto Rodrígue z a través de la orden
General del día de 17 de noviembre de 200g,y en er mismo acto se publicó
su destitución.

IV. INFORME

DEMANDADA:
DE CONDUCTA DE LA AUTORIDAD

El Ministro de seguridad pública a través de la Nota No. 33 r-DAL_r l
de26 de agosto de2011 (fi. 18-19)), contestó el oficio No. l54l de22 de
agosto de 2011, por medio del cual se le solic itabacon affeglo a lo dispuesto
en el art.33 de ra Ley 33 de r946,el informe explicativo de conducta.

En el informe, la autoridad acusada se refiere en los siguientes
términos:

En atención a su oficio no. 154r de22 de agosto de 20r1, presento austed dentro del término estabrecido en er artícuro 33 de ra Ley 33 de1946, el informe expricativo de conducta requerido, con ocasión de laDemanda contencioso Administrativa de plena lrrir¿i".ion interpuestapor el Licenciado Guilermo García Rivas, .r, ,ffi"nhción deROBERTO R. RODRÍGU|! R.,para que se declare nulo, po, ilegal, IDecrero de personal No. 692 ¿" b ¿. ái.i.-ür" J" ilóé;,dictado porconducto del entonces Ministerio de GobieÁ" r-rrrri#."''



Mediante el citado decreto de personal, se procedió a destituir al señorROBERTO R. RODRÍCUEZ^R., der rurgo qu. o.r.-peñaba comoTeniente en la policía Nacional, con tun¿imento en el numerar 2 delarrículo 194 de la constirución porírica ae ta nefública.
contrario a lo expuesto por el apoderado ¡uái"iá oel ahora demandante,en el sentido que el acto administrativo se r"ul;uló con prescindencia uomisión de trámites fundamentales, la destitución del señor ROBERTOR. RoDRÍGtJrEz R., obedeció a craras pr;;;;;*as conferidas por elcitado artículo constitucional, según er óual eñtre las atribucionÁ queejerce el Presidente de la Repúblila 

"on 
ru fu.ti.ipacion del Ministro delrarno, se encuentra ra de nombrar y separar a lós Directores y demásmiembros de los servicios o" poti.ia y ¿irpon., el uso de estosservicios.

EI Decreto de personar No. 692 de 9 de diciembre de 2009,objeto de laDemanda contencioso Administrativa qr. ;;;;;upa, fue debidamentenotificado el día 4 de enero de ioto ar señor R.BERT' R.RODRÍGUEz., quieninterpuso recurso de reconsideración en contra dela medida adoptada.
Luego de anarizar los argumentos expuestos por el recurrente, esteDespacho consideró que existían 

"i"*.ntor''qu. desvirtuaran elcontenido del decreto de personar impugna¿o, v en consecuencia sedispuso mantener su contenido, mediant. 
"l 

n"ru"lto No. 042_R-4r de5 de abril de 2011, d¿ándose por agotad a ra víagubernativa.

V. OPINTÓX DEL PROCURADOR DE LA ADMINISTRACIÓN:

El Procurador der Estado, en atención a ro dispuesto en el art.52de ra
Ley 38 de 3l de julio de 2000, contestó ra demanda mediante vista No. g22
de 2 de diciembre de 2011 (fi. 20-25);por medio de la cual, en defensa del
acto acusado, se opone a los cargos de vioración que argumenta el
demandante.

En ese sentido, el Procurador de la Administración considera que la
decisión adoptada por la autoridad demandada, encuentra pleno sustento en
la facultad discrecional que el numeral2 delartículo 1g4 de a constitución
Política le confiere al presidente de la República
respectivo para nombrar y separar a los directores v
servicios de la policía.

y al ministro del ramo

demás miembros de los

En su opinión, la autoridad demandada no estaba obligada a seguir un
procedimiento disciplinario al señor Roberto Rodríguez antes de ra
expedición del decreto de personal acusado de ilegal, ya que la destitución
se fundamentó en la facultad discrecional del presidente de la República.
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En ese sentido, cita un Falro de 30 de junio de 2004y concluye que en
el caso bajo estudio no se observan infracciones al artículo 102 del Decreto
Ejecutivo 172 de 29 dtejulio de 1999.

Por otro rado, señala que el mencionado artículo r g4 de ra
constitución Política no hace distinción entre servidores públicos que
pertenezcan al sisterna de carrera Policial u otra caffera para el ejercicio del
poder discrecionar der órgano Ejecutivo. De ahí que a su juicio carezca de
asidero jurídico el cargo de infracción alegado con relación al artículo 107
de la Ley I 8 de 1997.

El Procurador del Estado opina lo mismo con reración ar cargo de
violación del artícuro 2r9 del Decreto Ejecutivo r7z de 29 dejurio de 1999.
En esa dirección señara que debe reshazarse en atención a que ,,er 

derecho
de vacaciones ar que se refiere esta norma no tiene carácter absoruto, pues
el mismo prevé una situación de excepcíón que permite su suspensión por
íntervencíón de ra autoridad superior, tar como ocurrió en er proceso bajo
análisis ".

Así pues, er procurador solicita que se declare que no es ilegal
demandado, así como tampoco lo es el acto confirmatorio y, por
solicita se nieguen el resto de pretensiones del actor.

VI. CONSIDERACIONES DE LA SALA:

el acto

tanto,

Formulada ra pretensión contenida en la demanda y cumplido con erprocedimiento establecido para estos asuntos contenciosos administrativos,
procede dar respuesta a los cuestionamientos en ella pranteados, a fin de
precisar si el acto administrativo contenido en el Decreto de personal No.
692 de 9 de diciembre de 2009, debe ser declarad. nulo por ilegal o no, en
atención a los cargos de violación alegados por el demandante en torno al
artículos I02 del Decreto Ejecutivo r72 de 29 dejurio de 2009,e1 artículo
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107 de la Ley 18 de 3 de junio de lg97 y el artícrlo 219 del Decreto
Ejecutivo 172 de 23 dejulio d,e 2009.

En primer término, se verifica que con fundamento en el artícuro
206'2 de la constitución Política, en concordancia con lo dispuesto en er
artícuro g7'r der código Judiciar y, a su vez, en coffespondencia con erartículo 42.b de la Ley 135 de lg'3,reformada por la Ley 33 de rg46, esta
sala Tercera de la corte suprema de Justicia, es competente para conocer elproceso contencioso administrativo de plena jurisdicción promovido.

L Los cargos de vioración que se acusün ar Decreto de personar No.6g2
de 9 de diciembre de 2009:

Señalado lo anterior, la sala pasa a examinar ros cargos de violación.
Para tal fin' se justiprecian los argumentos de violación de manera conjunta
dado que guardan íntima relación.

En lo medurar el demandante señara que el acto impugnado ha vioradoel derecho a ra estabilidad laboral der señor Roberto Rod'guez Rubio, envirtud de que fue destituido del cargo de Teniente de la policía Nacional sinque mediera el cumplimiento de las distintas etapas del procedimiento
disciplinario' Argumenta que la autoridad demandada desconoció que erfuncionario estaba amparado por el régimen de carrera de la poricía
Nacional; estatus que adquirió al haber ingresado a la institución en fecha
anterior a la entrada en vigencia del Decreto Ejecutivo 1 72 de rgggv ra Ley18 de 3 de junio de I 997, ro que dio lugar a que pasara a formar parte dedicho régimen de forma automática.

Ahora bien, ro primero que la Sala precisa determinar es si el señor
Roberto Rodríguez, enefecto, gozabade estabilidad en er cargo.

En ese sentido, la sara observa que con arreglo al artícuro 4g dela Ley18 de 3 de junio de 1 997 y del artícu Io 47 der Decreto Ejecutivo l 72 de1999' están "sometidos a ra carrera poriciar 
ros, miembros de ra poricía
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Nacional que, en virtud de nombramiento, tomen posesión der cargo 1tpresten juramento de conformidad con ra rey,,. Es decir que, form an parte
de la carrera Policial eI personal iuramentado, el cual de acuerdo con el
artículo 56'1 de la Ley 18 de 1gg7 y el artículo 48.1 del Decreto Ejecutivo
172 de 1999 "estqrá constituido por los funcionarios que ingresen a través
de escuelas o academias de formación policial, organizad,as o reconocidas
por el Ó'gono Ejecutivo. Los mismos se regiránpor ra Ley Ig de 3 de junio
de 1997 y el presente regramento".Mientras que er personal no juramentado
estará constituido por los funcionarios que no ejercen funciones policiales ycuyas actuaciones se rimitarán, única y excrusivamente, a finesadministrativos y técnicos, con la idoneidad necesa ria paralos cuares fueron
nombrados' Éstos no se encuentran amparados por la carrera policial sino
que están sometidos a la regulación establecida en la Ley 9 de 2ade junio de1994, de carrera Administrativa y er código Administrativo.

En er caso der señor Roberto Rodríguez, no se observa que almomento de ingres ar a Ia institución éste reuniera los requisitos señarados
en ros referidos artícuro 56.1 de ra Ley 1g de rggT y eI artícuro 4g.1 derDecreto Ejecutivo r72 de rggg. En otras parabras, en er expediente
administrativo no existe documento que induzca a pensar que el señorRoberto Rodríguez ingresó al organismo de seguridad pública a través dealguna escuela o academia de formación policial, organizada o reconocidapor el órgano Ejecutivo; requisito mínimo paxa ra incoqporación delfuncionario al sistema de carrera Policial previo cumplimiento del resto deexigencias legales.

No obstante lo anterior, ro cierto es que de acuerdo con el artícuro r02del Decreto Ejecutivo r 72 de 29 dejurio de 1999, ,,Los poricías que hayansido nombrados antes de aprobada y regramentada esta rey, adquirirán suestatus de carrera de manera automática,,.

En ese sentido, se

posesión por prim era vez

aprecra que el señor

en la institución el 1l

Roberto Rodrígue z tomó

de marzo de 1997 en la
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posición de Guardia, es decir que, ingresó tiempo antes de la vigencia der
Decreto Ejecutivo 172 de 29 dejulio de 1999 y su reglamentación.

Establecido esto último, es claro que al momento de la emisión del
acto impugnado, el señor Rodríguez Rubio estaba amparado por el derecho
a estabilidad en el cargo establecido en el artículo 107 de laLey lg de 3 dejunio de 1997; razónpor la cual, malamente podía ser sujeto de destitución
sino previo cumplimiento de proceso disciplinario en el que se demostrará la
comisión de una falta administrativa que hiciera merito a dicha sanción.

Por consiguiente, la facultad de remover conferida al presidente de la
República de conformidad con el artículo lg4.2de la constitución política,
y los artículos 60 de la Ley r g de rggT y 57 der Decreto Ejecut ivo 204 de
1997, en este caso, estaba limitada al cumprimiento del procedimiento
disciplinario establecido en la normativa de la policía Nacional. por tanto,
para considerarse legal tal actuación el ejercicio de dicha facultad, a la que
alude el artículo 184'2 de la constitución políti ca, hadebido sujetarse al
cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 388 del Decreto Ejecutivo 172
de 1999, y no pasar por arto el procedimiento establecido en la Ley 1g de
1997 y el Reglamento de Disciprinario, es decir, er proceso ante la Junta
Disciplinaria; tal y como se desprende de la lectura del referido artículo y
388 del Decreto Ejecutivo 172 de 1999:

Articulo 3gg. En los casos de que trata erartículo anterior, el Ejecutivo,previa recomendación de la Junta Disciplinariu- Jup.rior, podrá ordenarla destitución del ca-rgo de ra unida¿ i""ir,ü;;,;r la comisión de unafalta disciplinaria.

Así las cosas, Ia Sara constata que el acto demandado viola lo
dispuesto en er arrículo r02 del Decreto Ejecutivo r72 de 29 de jurio de
1997 y el artículo 107 de la Ley l g de 3 de junio r.Je 2007, toda vezque se
desconoció el derecho a estabilidad la.boral que gozaba el señor Rodríguez
Rubio como consecuencia de su acre.ritación como miembro del régimen d.e
canera Administrativa conforme a lo establecido en el artículo 102 del
Decreto Ejecutivo 172 de lggg.
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Advertido ro que antecede, sóro hace falta examinar er cargo deinfracción del artícuIo 219 der Decreto Ejecutivo r72 de rggg,sin embargo,la sala considera innecesar ia ta. tarea, toda vezque, como ha expuesto, raconstatación de la ilegalidad del acto demandado ha sido claray manifiestaen lo que respecta a la violación del derecho a estabili dad,del debidoproceso y por ende del principio de legalidad.

VII. PARTE RESOLUTIVA:

En mérito de ro anteriormente expuesto, ra SALA TERCERA DE LAcoRTE SUPREMA DE JUsrIcIA, administrando justicia en nombre de laRepública y por autoridad de la Ley, declara ILEGAL el Decreto dePersonal No' 692 de 9 de diciembre de 2009 emitido por el Ministerio deGobierno y Justicia por conducto del presidente de la Repúbrica, y su actoconfirmatorio, y por consiguiente, 
'RDENA 

el reintegro al señorROBERTO ROGER RODRÍ GlnZ RLTBIO, al cargo que ocupaba en laPolicía Nacional, con el conespondiente pago de sararios y elreconocimiento de ros demás derechos dejados de percibir desde ermomento de su destitución.

Notifiquese,

./fitr"áffi;,;#4
MAGISTRADO

-[.-'U- 
\

LulS RAMóN n¡nüt-s)
MAGISTRADO

c0\ s,\L\.\llt\TO Dt \

ABEL A ZAMORANO



Demanda contencioso Administrativa de Plena Jurisdicción interpuesta por el Magíster GuillermoGarcía Rivas' en representación de ROBERTo R. RoDRíGU;Z RUBlo, para que se Jeclare nura porilegal' el Decreto de Personal no. 692 de 9 de diciembre de 200g, emitida por conducto delMinisterio de Gobierno y Justicia, el acto confirmatorio y p"r" que se hagan otras dectaraciones.

SALVAMENTO DE VOTO

De la manera más respetuosa, manifiesto mi disconformidad con la

decisión que concfuye que el acto impugnado infringe el ordenamiento jurídico.
En este sentido, advierto que ra acción de personar ejercida sobre er

demandante tiene como fundamento de derecho el contenido del artículo 1g4
(numeral 2) de la constitución Política de panamá, cuyo texto dice así: son
atribuciones que ejerce et Presidente de la República con la participación del
Ministro respectivo: "nombrar y separar a ros Directores y demás miembros
de los servicios de poricía y disponer er uso de ros servicios,,. En este
sentido, los artícufos 4 y 60 de ra Ley 1B de 3 de junio de 19g7, .orgánica 

de ra

Policía Nacionar", respectivamente, preceptúan ro siguiente:

"Artícuro 4. Er presidente. de ra Repúbrica, jefe máximo de raporicía Nacionar, dispondrá de su ,.o .ontrme ra constitucióny ras reyes, y ejercerá su autorioao' mediante órdenes,instrucciones, reglamentos y iásotuc¡ones dictadosdirectamente por é1. :

para ros propósitos der.fier cumprimiento de sus objetivos, raporicía Nacionar queda adscrita ur ¡¿in¡rt",:io de Gobierno yJusticia,,, siendo bu superior .¡erarquico irrái"t"-"r-r"rp'".i"á
ministro,'.

"ArtÍcuro.60. Er presidente de ra.Repúbrica con ra participaciónder ministro de Gobierno. y Justicia, nomorar¿, cesará yascenderá a los miembros dela policía Nafünal, con sujecíón aras disposiciones que ar efecto 
"ri"or"r."n esta Ley y rosreglamentos,,.

Previo conocimiento de ras normas anteriores, resurta parmario que el
hecho de que el actor ingresara a la institución policial antes de la entrada en
vigencia de ra referida Ley 1B de 1 gg7, y er Decreto Ejecutivo No. 1 T2 de2g de
julio de 1ggg, "poref cuar se desarroilan ros capíturos vf, v[, sección primera,

segunda, Tércera, cuarta y Quinta, er capíturo vt de ra Ley .rB de 3 de junio de

ENTRADA N' 535-11 MAGISTRADO VíCTON BENAVIDES

1997"; no coarta ra facurtad constitucionar der presidente de fa Repúbrica

conjunto con er Ministro de seguridad púbrica (antes Gobierno y Justicia),

en

de

1.



remover al personal de policía, sin necesidad de agotar un procedimiento

disciplinario previo.

El ejercicio de la atribución presidencial consagrada no solo en el citado

texto constitucional, sino en er artículo 60 de la Ley 1g de 1gg7, permanece

incólume; aun cuando a través del artículo 102 del Decreto Ejecutivo No. 172 de

1999, es decir, una mera norma reglamentaria, se haya instituido el ingreso a la

carrera policial de manera automática, o sea, sin concurso de méritos.

Previo conr¡cimiento que el acto de despido fue emitido con fundamento

en las normas constitucionales y legales que rigen la materia; destaco que

después de habérsele notificado la decisión al administrado, éste tuvo la

oportunidad de ejercer su derecho de defensa, a través del recurso de

reconsideración que fuese dirimido por medio del Resuelto No. 042-R-41 de S

de abril de 2011.

En virtud de los argumentos anteriores, lo procedente es declarar la no

ilegalidad del Decreto de Personal No. 692 de g de diciembre de 2009 ni su

acto confirmatorio. Como esta posición no es compartida por el resto de los

Honorables Colegas de la Sala, SALVO Ml VOTO.

Fecha, ut supra.

-?-=.U*-l
LUIS R. FÁBREGA S.

Magistrado


